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TRIBUNAL DE CONFLICTOS 
DE JURISDICCIÓN

 4056 CONFLICTO de jurisdicción número 3/2006, suscitado 
entre Sección 3.ª de la Audiencia Provincial de Navarra y 
la Delegación de Gobierno de Navarra.

Sentencia número: 9/2006.
Excmos. Sres.:

Presidente:

Don Francisco José Hernando Santiago.

Vocales:

Don Manuel Vicente Garzón Herrero.
Don Manuel Campos Sánchez-Bordona.
Don Antonio Sánchez del Corral y del Río.
Don José Luis Manzanares Samaniego.
Don Miguel Vizcaíno Márquez.

El Tribunal de Conflictos de Jurisdicción constituido por su Presi-
dente y los Excmos. Sres. Vocales anteriormente citados, dotados de la 
potestad jurisdiccional reconocida en la Constitución, dicta la siguiente:

SENTENCIA

En la Villa de Madrid, a veintidós de diciembre de dos mil seis.

Antecedentes de hecho

Primero.–Con fecha 28 de octubre de 2003 la Dirección General de 
Instituciones Penitenciarias dictó la siguiente resolución:

«La Junta de Tratamiento, en su sesión de fecha 26/10/2003, ha formu-
lado a este Centro Directivo propuesta razonada de clasificación inicial 
correspondiente al interno C. G. F.

El artículo 31.1 del Reglamento Penitenciario confiere a esta Direc-
ción General la competencia para decidir la clasificación y destino de los 
internos. La propuesta recoge los datos esenciales relativos a las varia-
bles intervinientes en la clasificación, según el artículo 102.2 del Regla-
mento Penitenciario, permitiendo resolver conforme a derecho.

De su valoración se infiere que en el penado concurren circunstancias 
personales y penitenciarias de normal convivencia, sin que pueda afir-
marse que esté capacitado, por el momento, para llevar un régimen de 
vida en semilibertad.

Así, conforme a lo establecido en los artículos 101.1 y 102.3 del Regla-
mento Penitenciario, esta Dirección General acuerda su clasificación de 
segundo grado y destino al centro penitenciario de A Lama (Pontevedra). 
Esta clasificación está reconsiderada en los términos establecidos en el 
artículo 105 del Reglamento Penitenciario.»

Segundo.–Con fecha 8 de noviembre de 2003 doña L. E. Z., como man-
dataria verbal del interno don F. C. G., interpuso recurso de queja «por el 
destino al Centro Penitenciario de Monterroso (A Coruña) [sic]» y suplicó 
la «modificación del destino a Pamplona».

Tercero.–Incoado expediente con el número 736/03, el Ministerio Fis-
cal interesó la desestimación de dicha queja.

Cuarto.–El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Navarra resolvió 
por auto con fecha 16 de diciembre de 2003 «desestimar la queja del 
interno F. C. G.».

Quinto.–Recurrido dicho auto en apelación, la Sección Tercera de la 
Audiencia Provincial de Navarra dictó auto con fecha 28 de mayo de 2004 
en el que acordó: «Estimar el recurso de apelación interpuesto contra el 
Auto de fecha 16 de diciembre de 2003 del Juzgado de Vigilancia Peniten-
ciaria ya referenciado, acordando dejar sin efecto el traslado acordado 
por la Dirección General de Instituciones Penitenciarias. Se declaran de 
oficio las costas procesales».

Sexto.–Por providencia de 14 de junio de 2004 el Juzgado de Vigilancia 
Penitenciaria de Navarra, una vez recibido el testimonio del auto resolu-
torio de la apelación, acordó: «En cumplimiento de lo dispuesto en dicho 
Auto, el Centro Penitenciario deberá disponer lo necesario para que el 
interno F. C. G. sea trasladado al Centro Penitenciario de Pamplona, que 
será su centro de destino. El Centro Penitenciario deberá dar cuenta de su 
resultado a este Juzgado».

Séptimo.–Por escrito de 30 de julio de 2004 el Abogado del Estado, en 
representación del Delegado del Gobierno en Navarra, presentó ante el 
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Navarra oficio requiriéndole de 
inhibición sobre la ejecución del auto dictado por la Audiencia Provincial 
en el expediente 736/03, con base en los artículos 3, 5 y 7 de la Ley Orgá-
nica 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos de Jurisdicción.

Octavo.–El Fiscal, a la vista de dicho requerimiento de inhibición, por 
escrito de la misma fecha interesó que «se acceda a la suspensión cautelar 
del traslado del interno F. C. G. acordada por la Audiencia Provincial Sec-
ción 3.ª y que el J.V.P. debe ejecutar, sin perjuicio de la resolución que 
sobre el fondo del asunto se acuerde en su día».

Noveno.–Por providencia de 3 de agosto de 2004 el Juzgado de Vigilan-
cia Penitenciaria de Navarra accedió a dicha suspensión en el expediente 
penitenciario número 644/04 y dio traslado al interno Don. F. C. G. del 
requerimiento de inhibición formulado por el Abogado del Estado.

Décimo.–Don. F. C. G. presentó sus alegaciones con fecha 25 de agosto 
de 2004 y suplicó al Juzgado «resolución por la que manteniendo su juris-
dicción desestime el requerimiento realizado».

Undécimo.–El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Navarra dictó 
auto con fecha 2 de noviembre de 2004 con la siguiente parte dispositiva: 
«Habiendo sido acordado por el JVP, en cumplimiento del citado Auto que 
es firme, el traslado del interno al C.P. de Pamplona, conforme a los artí-
culos 24 y 117.3.º CE, no se acepta el requerimiento de inhibición formu-
lado y, en consecuencia, procede alzar la suspensión acordada».

Duodécimo.–El Abogado del Estado interpuso recurso de reforma y 
subsidiario de apelación contra dicho auto por escrito de 15 de noviembre 
de 2004.

Decimotercero.–Don. F. C. G. presentó escrito de alegaciones con fecha 
21 de diciembre de 2004 oponiéndose al recurso de reforma y el Ministerio 
Fiscal lo hizo en el sentido de que «la sentencia aludida tanto por el recu-
rrente como por la representación del interno STCJ 398/1992 viene a man-
tener la competencia de la Administración Penitenciaria en materia de 
traslados. Por todo ello ha de aceptarse la inhibición planteada».

Decimocuarto.–El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria número 1 de 
Pamplona dictó auto con fecha 4 de octubre de 2005 en el que acordó:

«Estimar el recurso de reforma interpuesto por el Abogado del Estado 
en el sentido de estimar la competencia de la DGIIPP para acordar lo 
procedente, aceptando en consecuencia el requerimiento de inhibición 
formulado y levantando, igualmente, la suspensión acordada mediante 
resolución de fecha 03-08-04.»

Decimoquinto.–Don. F. C. G. interpuso recurso de apelación contra 
dicho auto con fecha 20 de octubre de 2005 y suplicó resolución «por la 
que se estime el recurso planteado y no se admita la inhibición del Juz-
gado de Vigilancia Penitenciaria, ordenando cumplimiento del auto de la 
Audiencia Provincial de fecha 28 de mayo de 2004 en su contenido».

Decimosexto.–El Ministerio Fiscal se opuso al recurso de apelación 
por escrito de 25 de noviembre de 2005 y entendió que «si la Sala estima 
el recurso de apelación deberá promover de acuerdo con la Ley de Con-
flictos Jurisdiccionales una cuestión positiva al considerarse el compe-
tente. Por todo ello debe desestimarse el recurso».

Decimoséptimo.–El Abogado del Estado impugnó el mencionado 
recurso de apelación con fecha 21 de diciembre de 2005 y suplicó su des-
estimación.

Decimoctavo.–La Audiencia Provincial de Navarra, Sección Tercera, 
dictó auto con fecha 12 de abril de 2006 en el rollo penal número 51/2005 
con la siguiente parte dispositiva: «Estimar el recurso de apelación inter-
puesto contra el Auto de fecha 4 de octubre de 2005 del Juzgado de Vigi-
lancia Penitenciaria de Navarra ya referenciado, acordando mantener su 
jurisdicción, a cuyo efecto se oficiará inmediatamente al órgano adminis-
trativo requirente para anunciarle que queda formalmente planteado el 
conflicto de jurisdicción, enviando las actuaciones al Presidente del Tri-
bunal de Conflictos. Se declaran de oficio las costas procesales».

Decimonoveno.–Recibidas las actuaciones en el Tribunal Supremo el 27 
de abril de 2006, por providencia de 24 de mayo de 2006 el Tribunal de 
Conflictos de Jurisdicción acordó: «se designa Ponente al Excmo. Sr. 
Manuel Campos Sánchez-Bordona; incorpórense al rollo las actuaciones 
recibidas y dése cuenta de la recepción de las pendientes de remisión por 
el otro órgano en conflicto expresado; transcurridos en su caso diez días 
sin producirse tal recepción, reclámese la remisión del referido órgano».

Vigésimo.–Con fecha 20 de septiembre de 2006 el Tribunal de Conflic-
tos dictó la siguiente providencia:

«Dada cuenta de la recepción de las actuaciones de Expediente admi-
nistrativo en relación con la queja del interno Don F. C. G., que remite la 
Abogacía del Estado en Navarra a efectos del conflicto de jurisdicción 
suscitado entre la Sección 3.ª de la Audiencia Provincial de Navarra y la 
Delegación de Gobierno de Navarra; incorpórense las mismas al rollo de 
su razón; y dése vista de éste al Ministerio Fiscal y, por la Administración 
interviniente, al Abogado del Estado, por plazo común de diez días, a cuyo 
efecto se hará entrega a los mismos de fotocopia de las actuaciones de 
más inmediata relación con el conflicto sin perjuicio de la posible con-
sulta directa en Secretaría de las restantes.»

Vigesimoprimero.–El Abogado del Estado presentó sus alegaciones 
con fecha 27 de septiembre de 2006 y suplicó resolución «declarando la 
competencia de la Administración Penitenciaria para disponer el traslado 
del interno F. C. G. al Centro Penitenciario de A Lama (Pontevedra) y la 
incompetencia del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Navarra para el 
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control jurisdiccional del acuerdo administrativo dictado al efecto, al no 
haber incurrido el mismo en violación de derechos fundamentales del 
interno, arbitrariedad ni en desviación de poder».

Vigesimosegundo.–El Fiscal, por escrito de 28 de septiembre de 2006, 
interesó «un fallo declarando la competencia de la Dirección General de 
Instituciones Penitenciarias, con mero efecto declarativo dada la situa-
ción de libertad del, en su día, interno, según se deduce del expediente 
penitenciario».

Vigesimotercero.–Por providencia de 20 de noviembre de 2006 se 
señaló para la decisión del presente conflicto la audiencia del día 20 de 
diciembre de 2006, en que ha tenido lugar.

Siendo Ponente el Excmo. Sr. Manuel Campos Sánchez-Bordona, 
quien expresa el parecer del Tribunal de Conflictos.

Fundamentos de Derecho

Único.–El Ministerio Fiscal destaca al final de su preceptivo informe 
que, según se deduce del expediente penitenciario, el interno se encuen-
tra ya en libertad, por lo que el fallo de este Tribunal de Conflictos no 
tendría sino «mero efecto declarativo».

En efecto, consta en dicho expediente cómo el interno, condenado por 
sentencia firme a una pena de privación de libertad de tres años y siete 
meses, cumplía su condena el día 4 de abril de 2006. Quiérese decir con ello 
que incluso en la fecha (12 de abril de 2006) en que la Audiencia Provincial de 
Navarra dictó el auto por el que acordó mantener su jurisdicción y oficiar al 
órgano administrativo requirente para anunciarle que quedaba formalmente 
planteado el conflicto de jurisdicción, éste carecía de objeto pues, libre ya el 
penado, ningún sentido tiene resolver qué órgano es competente para decidir 
si el centro penitenciario de cumplimiento de su condena debe ser el de Pam-
plona o el de Pontevedra y si la decisión administrativa de trasladarle de uno 
a otro puede ser revisada, y en qué términos, por la jurisdicción penal.

En un supuesto similar al de autos (conflicto número 10/2005, resuelto 
por nuestra sentencia de 11 de julio de 2006) tanto el Ministerio Fiscal como 
el Abogado del Estado se pronunciaron en este mismo sentido. El Ministerio 
Fiscal estimó que «constando efectivamente la puesta en libertad de la 
interna, en este momento no existe en realidad conflicto alguno», y el Abo-
gado del Estado advirtió «de la pérdida del objeto del procedimiento al 
haberse extinguido la condena del penado por cuyo traslado tuvo lugar el 
presente conflicto de jurisdicción». En consonancia con lo cual este Tribunal 
acordó el archivo, por carencia de objeto, del conflicto de jurisdicción 
número 10/2005, pronunciamiento que debemos reiterar también en éste.

En consecuencia:

FALLAMOS

Se acuerda el archivo, por carencia de objeto, del conflicto de jurisdic-
ción número 3/2006.

Publíquese en el «Boletín Oficial del Estado».

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, la pronun-
ciamos, mandamos y firmamos.–D. Francisco José Hernando Santiago.–
D. Manuel Vicente Garzón Herrero.–D. Manuel Campos Sánchez-Bor-
dona.–D. Antonio Sánchez del Corral y del Río.–D. José Luis Manzanares 
Samaniego.–D. Miguel Vizcaíno Márquez.–Rubricados. 

 4057 CONFLICTO de jurisdicción n.º 4/2006, suscitado entre el 
Juzgado de lo Mercantil n.º 1, de Málaga y la Delegación 
Especial de la A.E.A.T. en Andalucía, Ceuta y Melilla.

Sentencia núm.: 10/2006.

Excmos. Sres.:

Presidente:

Don Francisco José Hernando Santiago.

Vocales:

Don Manuel Campos Sánchez-Bordona.
Don Manuel Vicente Garzón Herrero.
Don Antonio Sánchez del Corral y del Río.
Don José Luis Manzanares Samaniego.
Don Miguel Vizcaíno Márquez.

El Tribunal de Conflictos de Jurisdicción constituido por su Presi-
dente y los Excmos. Sres. Vocales anteriormente citados, dotados de la 
potestad jurisdiccional reconocida en la Constitución, dictan la 
siguiente:

SENTENCIA

En la Villa de Madrid, a veintidós de Diciembre de dos mil seis.

Visto por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, compuesto por los 
Excmos. Sres. indicados al margen, el conflicto suscitado entre el Juzgado 
de lo Mercantil número 1 de Málaga, en el Procedimiento de Concurso 
Voluntario número 79/05, instado por la Sociedad SPAIN CNY ESTATES, 
S.L., y la Delegación Especial de la A.E.A.T. en Andalucía, Ceuta y Melilla, 
en la concurrencia del procedimiento administrativo de apremio seguido 
contra la entidad concursada y el procedimiento concursal.

Antecedentes de hecho

Primero.–Por auto de 30 de Enero de 2006, el Juzgado de lo Mercantil 
número 1 de Málaga, dictado en el Procedimiento Concurso Voluntario, 
número 79/05, acordó: «Decido estimar parcialmente la petición realizada 
respecto de los embargos de la AEAT conforme a los siguientes: Primero.–
Procede requerir a la administración concursal y al concursado para que 
ingrese en la cuenta y procedimiento de la AEAT correspondiente cual-
quier ingreso que haya obtenido con anterioridad a la declaración del 
concurso y que se hallare embargado por la misma de INTEREALTY 
CANARY ISLANDS y en concreto el recogido con fecha de 1 de Abril de 
2005 por importe de 75.000 euros si hubiera tenido entrada en la cuenta del 
concursado. Segundo.–Declarar afectados por la declaración del concurso 
en fecha de 4 de Mayo de 2005 y desde esa fecha, cualquier ingreso que se 
haya obtenido por el concursado de dicha sociedad, INTEREALTY 
CANARY ISLANDS. Tercero.–Procede requerir a la administración de 
AEAT para que suspenda, desde la fecha de declaración del concurso, en 
fecha de 4 de Mayo de 2005, las actuaciones en trámite, con declaración de 
nulidad de pleno derecho de todas las actuaciones realizadas con posterio-
ridad a dicha fecha, respecto de los embargos de derechos de crédito rea-
lizados al concursado, derivados del crédito de INTEREALTY CANARY 
ISLANDS, S.L.».

Segundo.–Frente al Auto de fecha 30 de Enero de 2006 se interpuso 
Recurso de Reposición por la Administración Tributaria, el cual fue des-
estimado por Auto de 21 de Marzo de 2006.

Tercero.–El 20 de Junio de 2006, D.ª P. F. M., Delegada Especial de la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria de Andalucía, al conside-
rar que dichas resoluciones invadían las competencias atribuidas a la 
Administración Tributaria, remitió al órgano jurisdiccional «oficio de 
inhibición» a fin de que se inhibiera en su jurisdicción.

Cuarto.–Mediante Auto de 13 de Septiembre de 2006, el Juzgado de lo 
Mercantil número 1 de Málaga acordó rechazar el requerimiento de inhi-
bición formulado y mantener la jurisdicción, disponiendo oficial al órgano 
administrativo requirente y anunciándole que quedaba planteado formal-
mente el presente Conflicto de Jurisdicción y la remisión a la Sala de 
Conflictos de las actuaciones.

Quinto.–Planteado y formalizado el conflicto y recibidos en este Tribu-
nal de Conflictos las actuaciones judiciales y copia del expediente admi-
nistrativo, por providencia de 17 de Octubre de 2006, se acordó dar vista 
al Ministerio Fiscal, a la Administración interviniente y al Abogado del 
Estado, por plazo común de diez días.

Sexto.–El Fiscal, en escrito presentado el 24 de Octubre de 2006, inte-
resa que se decida el presente conflicto en favor de la Agencia Estatal de 
la Administración Tributaria de Andalucía, Ceuta y Melilla. En el mismo 
sentido, se pronuncia el Abogado del Estado.

Séptimo.–Por providencia de 20 de Noviembre de 2006, se señaló para 
la decisión del presente conflicto la audiencia del día 20 de Diciembre, en 
que tuvo lugar.

Siendo Ponente el Excmo. Sr. Manuel Vicente Garzón Herrero, quien 
expresa el parecer del Tribunal de Conflictos.

Fundamentos de derecho

Primero.–Interesa describir las actuaciones procesales acaecidas con 
anterioridad al Conflicto que se decide.

En primer término, el origen del conflicto se encuentra en un escrito 
de los Administradores del Concurso de Spain CNY STATES, S.L., dirigido 
al Juzgado de lo Mercantil número 1 de Málaga, para que decida si el cré-
dito que la entidad concursada ostentaba frente a INTEREALTY CANARY 
ISLANDS, S.L., y que había sido embargado por A.E.A.T., constituía o no 
un bien necesario para la continuidad de la actividad profesional o empre-
sarial del deudor.

Admitida y tramitada esa petición, y después de que las partes realiza-
ran alegaciones, el Juzgado de lo Mercantil número 1 de Málaga, el 30 de 
Enero de 2006, dictó una resolución cuya parte dispositiva establecía: 
«Decido estimar parcialmente la petición realizada respecto de los embar-
gos de la AEAT conforme a lo siguiente: Primero.–Procede requerir a la 
administración concursal y al concursado para que ingrese en la cuenta y 
procedimiento de la AEAT correspondiente cualquier ingreso que haya 


